ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 09 003 2019 00039 01
 ACCIONANTE: GUSTAVO ALONSO PINEDA ARENAS VS.  COLPENSIONES

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA DISPONER EL RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i)
Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii)
Existencia del Habeas Corpus.
iii)
Protección de derechos colectivos.
iv)
Casos de daño consumado.
v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.
vi)
A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la tutela contra sentencias de tutela  y la tutela temeraria.

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes…
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional. Sin embargo, esa misma Corporación ha otorgado el amparo cuando las entidades competentes para calificar la invalidez de una persona se niegan a hacerlo, siempre y cuando se acredite que el mecanismo ordinario de defensa judicial resulta ineficaz para proteger el derecho invocado…
Conforme a las pruebas que obran dentro de la presente acción de tutela, esta Sala considera que el señor Gustavo Alonso Pineda Arenas, de 40 años de edad , no está frente a una condición  apremiante o urgente que requiera de la intervención del juez constitucional, ni puede inferirse que el mismo se halle en situación de debilidad manifiesta, pues ni siquiera se conoce la clase de patologías que sufre.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA   DE DECISIÓN PENAL  
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de junio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.538
Hora:   2:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el señor  Gustavo Alonso Villanueva Arenas, frente al fallo proferido por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta capital, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Colpensiones por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. El señor Gustavo Alonso Villanueva Arenas informó que el 12 de diciembre de 2018 radicó ante Colpensiones una solicitud de calificación de pérdida de la capacidad laboral.  El 18 de febrero de 2019, dicha entidad le solicitó copia de la historia clínica completa y actualizada con tiempo de evolución por los especialistas tratantes de sus patologías, menor de 6 meses con firma y  sello de la EPS, y valoración por especialista con diagnóstico, pronóstico, tratamiento y secuelas.  

El accionante indicó que antes de vencerse el término, intentó radicar ante Colpensiones los documentos solicitados, pero allí le indicaron que no era posible recibirlos por cuanto el caso había sido cerrado, situación que fue comunicado mediante el escrito No. BZ2018_15800798-0840957 del 19 de marzo de 2019.  De todos modos, el accionante verificó que para esa fecha no se había finiquitado su caso y por lo tanto, decidió enviar por correo, bajo la guía No.051000004821 de la empresa de mensajería Envía, todos los documentos solicitados, reiterando que se calificara su PCL.

Por su parte, Colpensiones le respondió al actor que el formulario no había sido diligenciado correctamente y/o que algunos datos registrados no coincidían con la información de los documentos presentados, por lo que los asesores podrían orientarlo sobre cómo corregirlos.

El actor consideró que Colpensiones vulneró sus derechos fundamentales a la seguridad social y debido proceso al no realizar  la calificación de su PCL, toda vez que decidió cerrar dicho trámite, pese a que en reiteradas ocasiones y dentro del término otorgado, intentó radicar los documentos.  Así mismo, señaló que Colpensiones brindó información equivocada respecto al formulario, toda vez que el que se envió inicialmente contenía todos los datos exactos del que ahora la entidad estima se encuentra incompleto, lo que hace inferir que está evadiendo su obligación de realizar la calificación de pérdida de capacidad laboral.

Por lo tanto, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la seguridad social y debido proceso y que en consecuencia, se ordene a Colpensiones que en el término fijado por el juez proceda a recibir las valoraciones adicionales y programar la cita para la calificación de su PCL.
2.2. Se tuvieron como pruebas los documentos allegados con la demanda de tutela (Fls. 3-10). 
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES
Informó que mediante petición del 27 de marzo de 2019, con radicado No.2019_4038910, el accionante solicitó que se le calificara su PCL, toda vez que se habían vencido los términos en las solicitudes anteriores.  Al respecto, se expidió la comunicación No.2019:4038910 del 27/03/2019 en la que se requirió al actor apara que allegara el formulario debidamente corregido y que además, se le indicó que podría recibir asesoría en cualquier punto de atención sobre cómo llenarlo adecuadamente con el fin de solicitar la calificación referida.  Sin embargo, no se evidenció que el señor Pineda Arenas hubiera corregido el formulario, por lo que inconforme con la respuesta emitida por la entidad, el actor presentó esta acción de tutela con miras a que le sean tutelados sus derechos fundamentales y en consecuencia, se ordenara a Colpensiones tramitar el proceso de PCL, sin atender los requerimientos antes señalados.  De tal manera, que consideró que no se le puede imputar a ese fondo de pensiones la vulneración de las garantías que el actor invoca su protección y por lo tanto, el amparo es improcedente y en ese sentido solicitó que se declarara la misma.  Subsidiariamente, solicitó que se denegara la acción de tutela (Fls. 16-18).
Anexó copia de la comunicación del 27 de marzo de 2019 enviada al actor, junto con la guía de mensajería (Fls. 19 y 20).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 6 de mayo de 2019, el Juzgado 4° Penal del Circuito de esta ciudad resolvió declarar improcedente el amparo de los derechos fundamentales reclamados por el señor Gustavo Alonso Pineda Arenas, toda vez que consideró que el accionante tiene otros mecanismos de defensa judicial para aclarar los motivos del rechazo de su petición, máxime que el mismo no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, ni ser un sujeto de especial protección constitucional.  No obstante, conminó a Colpensiones para que le prestara una adecuada asesoría al accionante para que conozca las inconsistencias presentadas en su solicitud y pueda subsanar los yerros cometidos. (Fls. 21-23).
El 6 de mayo de 2019, el accionante fue notificado del fallo anterior a través del correo electrónico pensionespereira@gmail.com  (Fl. 24).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación, el  9 de mayo de 2019, el  señor Gustavo Alonso Pineda Arenas, allegó un escrito por medio del cual reprochó que en el fallo de primer nivel se dijo que no había aportado la historia clínica dentro del término concedido por Colpensiones, lo cual vulnera sus derechos fundamentales si se tiene en cuenta que en la actualidad el actor se encuentra afiliado a Asmet Salud en calidad de beneficiario de su madre, de quien depende económicamente, y en atención a  las dificultades que se presentan en el sistema de salud, no pudo hacerse las valoraciones a tiempo, lo cual no fue objeto de sustentación en la presente acción constitucional; sin embargo, sirvieron de fundamento para la decisión que hoy se recurre.

Consideró que si se realiza un análisis al material probatorio aportado a la presente acción constitucional, se observa que los formularios están diligenciados de manera correcta y por ende, no existe fundamento para que Colpensiones no proceda a realizar el trámite, pues por el contrario, en reiteradas ocasiones se comunicó con los asesores de dicha entidad con el objetivo de obtener información al respecto, en donde la indicaron que “dentro del formulario existen inconsistencias tales como: no aparece dentro del formulario de afiliación número telefónico del pensionado.  No se encontró la copia de la cédula ampliada al 150%. La fecha de nacimiento no coincide con la cédula”.  Por lo tanto, el actor infiere que la entidad se encuentra dilatando el trámite en el entendido que: i) el señor Gustavo de Jesús Pineda Moncada quien era el padre del actor estaba pensionado, ya falleció; ii) revisados los formularios aportados, no existen inconsistencia respecto de la fecha de nacimiento; iii) la cédula de ciudadanía se aportó tanto en el procedimiento inicial como la segunda vez, lo que si se aceptara, en gracia de discusión, que la cédula no se aportó, se sabe que en Colpensiones reposa todo el expediente administrativo en donde reposa tal documento.

Señaló que la decisión de la A quo no se ciñó a los lineamientos jurisprudenciales constitucionales, en los que se ha establecido que se debe dar una protección al derecho fundamental al debido proceso, toda vez que se dio prioridad a los argumentos y formalismos de la entidad accionada, pues a todas luces se evidencia que en el formulario se encuentra la información necesaria y esencial para proceder a realizar la calificación de PCL.
Solicitó que se concediera la impugnación con el fin de que la segunda instancia revoque el fallo  y se tutelen los derechos invocados (Fls. 25-28).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”    

6.6. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional. Sin embargo, esa misma Corporación ha otorgado el amparo cuando las entidades competentes para calificar la invalidez de una persona se niegan a hacerlo, siempre y cuando se acredite que el mecanismo ordinario de defensa judicial resulta ineficaz para proteger el derecho invocado, de la siguiente manera: 

“3.1. Como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta y al 6 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra su carácter subsidiario, que tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en diversa jurisprudencia, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes implicaciones: i) Que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado; ii) Que aun existiendo otras acciones, éstas no sean eficaces o idóneas para la protección del derecho; o iii) Que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.

3.1.1. En el mismo orden de desarrollo, la Corte ha objetado la valoración genérica del medio de defensa ordinario, pues ha considerado que en abstracto cualquier mecanismo judicial puede considerarse eficaz, dado que la garantía mínima de todo proceso es el respeto y la protección de los derechos constitucionales de los asociados. Por esta razón, la jurisprudencia ha establecido que la eficacia de la acción ordinaria solo puede prodigarse en atención a las características y exigencias propias del caso concreto, de modo que se logre la finalidad de brindar plena y además inmediata protección a los derechos específicos involucrados en cada asunto.

(…)  En efecto, la calificación por pérdida de capacidad laboral constituye una prestación derivada del sistema de seguridad social, y los eventuales conflictos que puedan surgir entre las entidades que, según el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, se encuentran obligadas a emitir tal dictamen y el afiliado que lo solicita- porque aquellas lo niegan o lo retardan-, son ejemplos típicos que corresponde conocer a la jurisdicción laboral y de la seguridad social, según la regla de competencia definida por el artículo 2 del Estatuto Procesal del Trabajo.

3.2.1. Anotado esto, la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez, debiendo además, afrontar una situación de desempleo por su misma discapacidad que le impide desempeñarse laboralmente en condiciones normales, y paraliza cualquier ánimo contractual de los empleadores.

Visto así, no se trata en este caso de un debate en torno a la estricta idoneidad del medio judicial principal, pues la acción ordinaria en el asunto estudiado es idónea en orden a proteger los derechos alegados y puede asegurar los mismos efectos que se lograrían con la tutela. El punto que cobra importancia, y del que se deriva la procedibilidad definitiva de esta acción constitucional frente a otros medios de defensa, es precisamente que estos no son lo suficientemente expeditos frente a la situación particular del accionante, que sin contar con otros medios económicos y estando discapacitado, demanda una protección inmediata.” 

6.7.  Significa lo anterior, que la jurisprudencia constitucional se ha referido  que para proteger los derechos fundamentales en asuntos como el presente, se hace necesario que se verifique su vulneración a la seguridad social y al debido proceso derivada de la negativa de la entidad encargada, sin legítima justificación, de llevar la calificación de la pérdida de la capacidad laboral deprecada.

6.8.  Conforme a las pruebas que obran dentro de la presente acción de tutela, esta Sala considera que el señor Gustavo Alonso Pineda Arenas, de 40 años de edad
, no está frente a una condición  apremiante o urgente que requiera de la intervención del juez constitucional, ni puede inferirse que el mismo se halle en situación de debilidad manifiesta, pues ni siquiera se conoce la clase de patologías que sufre.  De tal manera, que no se cuenta con los elementos materiales suficientes para ordenar a Colpensiones que califique al accionante su PCL y que dicha entidad tenga en cuenta los formularios que el mismo ha diligenciado porque no existen inconsistencias, toda vez que este es un debate que debe surtirse por la vía ordinaria laboral, máxime que no se encuentra acreditado que al actor le resultaría desproporcionado someterse al mecanismo judicial diseñado para debatir esa clase de controversias. 

6.9.  Por lo anterior, al ser la acción de tutela una vía ágil y sumaria para la protección judicial de los derechos fundamentales, la cual sólo está llamada a proceder cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, el amparo invocado por el señor Pineda Arenas se torna improcedente, según lo consagrado por la Constitución Nacional en su artículo 86; de igual forma, el Decreto 2591 de 1991 dispone en el artículo 6º que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales”, salvo que la demanda constitucional se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación que como ya se anotó, en este asunto específico no se verificó. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-347 de 2016 la Corte Constitucional señaló que:

 “… el mecanismo ordinario previsto por el ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo, cuando, por ejemplo, no permite resolver el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una solución integral frente al derecho comprometido. En este sentido, esta Corporación ha dicho que: “el requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a la luz del principio según el cual el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las consideraciones de índole formal.    La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser analizada en cada caso concreto, teniendo en cuenta, las características procesales del mecanismo, las circunstancias del peticionario y el derecho fundamental involucrado”.  En todo caso, cuando el amparo se solicita frente a un sujeto de especial protección constitucional (v.gr. una persona de la tercera edad; un niño, niña o adolescentes; una mujer embarazada o en período de lactancia; una persona inválida o en situación de discapacidad), el juicio de procedencia de la acción de tutela debe hacerse menos riguroso”.

6.11.  Se concluye entonces, que en el actor tiene a su disposición otro medio de defensa judicial para invocar la protección de sus derechos, sin que pueda colegir esta Sala que el mismo tenga algún impedimento para promoverlo.    En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juzgado de primera instancia fue acertada, toda vez que se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por no cumplirse los requisitos esenciales para estudiar el asunto de fondo.  En tal virtud,  se confirmará el fallo estudiado.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión del 6 de mayo de 2019 proferida por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela instaurada por el señor Gustavo Alonso Pineda Arenas en contra de Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
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